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León, Guanajuato, a 10 diez de junio del año 2011, dos mil once. . . . .  . . . . .  

V I S T O para resolver el expediente número 429/2010-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano GUSTAVO ARAUJO JIMÉNEZ, quien se ostenta como representante de la Persona Moral denominada “ANUNCIOS TÉCNICOS MOCTEZUMA”, SOCIEDAD ANÓNIMA DE CAPITAL VARIABLE, en contra del Director de Verificación Urbana y del Inspector Alejandro Elías Sánchez González, perteneciente a la Dirección General de Verificación Normativa, ambos del Municipio de León, Guanajuato, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: .  . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO, de oficio se estudia la personalidad jurídica del ciudadano Gustavo Araujo Jiménez, quien se ostenta como representante legal de la Sociedad Mercantil denominada “Anuncios Técnicos Moctezuma”, Sociedad Anónima de Capital Variable, personalidad que acredita con copia certificada notarialmente del Testimonio de la Escritura Pública número 15,060 quince mil sesenta, de fecha 19 diecinueve de enero del año 2005, dos mil cinco, otorgada ante la fe del Licenciado Francisco I. Hugues Vélez, titular de la Notaria Pública número 212 doscientos doce, del Distrito Federal y en la cláusula única se le otorga al Licenciado Gustavo Araujo Jiménez, Poder General para Pleitos y Cobranza, con todas las facultades generales y las especiales que requieran cláusula especial conforme a la Ley, en los términos de los artículos 2,554 dos mil quinientos cincuenta y cuatro, primer párrafo y 2,587 dos mil quinientos ochenta y siete, ambos del Código Civil para Distrito Federal y de sus correlativos en el Código Civil Federal y en los demás Códigos Civiles de todos los  Estados de la República Mexicana en que el poder se ejerza. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a  instancia de  parte debe proceder al  análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la especie, el juzgador con las facultades que le confiere la última parte del citado artículo 261, de manera oficiosa determina que se ACTUALIZA la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción I, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, toda  vez que la orden de inspección, de fecha 02 dos de agosto del año 2010, dos mil diez, la visita de inspección que consta en el acta de fecha 10 diez de agosto de ese año y la resolución de fecha 20 veinte de septiembre del mismo año, dictadas en el procedimiento administrativo de origen, no afecta el interés jurídico de la parte actora, en mérito de las  razones siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El artículo  206-A,  párrafo segundo, de la  Ley  Orgánica  Municipal para el Estado de Guanajuato, prevé que los actos o resoluciones emitidas por las autoridades municipales con excepción de los actos del Ayuntamiento, podrán ser impugnadas ante los Juzgados Administrativos, cuando afecten el interés jurídico de los particulares, precepto que en lo conducente establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 206-A.-. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Los actos y resoluciones administrativas dictadas por el presidente municipal y por las dependencias y entidades de la administración pública municipal podrán ser impugnados optativamente ante los juzgados administrativos municipales o ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando afecten intereses de los particulares. Ejercida la acción  ante cualquiera de ellos, no se podrá impugnar ante 

el otro el mismo acto.”

En este sentido, el artículo 251, párrafo primero, fracción I, Inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de  Guanajuato,  establece  que  sólo  podrá  intervenir  en  el  proceso  quien tenga interés jurídico, precepto que señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Artículo 251.- Sólo podrán intervenir en el proceso administrativo, las personas que tengan un interés jurídico que funde su pretensión:

I.- Tendrán el carácter de actor:

a).- Los particulares que sean afectados en sus derechos y bienes por un acto o resolución administrativa; y”
Así, conforme a los artículos 206-A, párrafo primero, de la citada Ley Orgánica Municipal y 251, primer párrafo, fracción I, inciso a), del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, para la procedencia del Juicio de Nulidad, son requisitos sine qua non que la impetrante cuente con interés jurídico y que acredite la afectación de su esfera de derechos por el acto o resolución combatida. . 

Sobre el particular cabe enfatizar que, en el proceso administrativo el interés jurídico es el derecho subjetivo tutelado a favor del accionante por una norma jurídica; al respecto resulta aplicable el criterio sostenido por la Primera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la página 146 de la Obra denominada Criterios 2000-2007, editada por el referido Tribunal, bajo el rubro siguiente: “INTERÉS JURÍDICO.- CONCEPTO.-  En los artículos 54 primer párrafo, 57 fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato se prevé como un presupuesto procesal la existencia del interés jurídico. Este interés para acudir al juicio de nulidad, deriva de un acto de autoridad que desconoce el derecho subjetivo de un particular, y en virtud de lo cual este último, al sentirse afectado, acude a la instancia jurisdiccional. Es claro que para que el interés jurídico nazca debe existir, en primera instancia, un derecho protegido por una norma y, posteriormente, su afectación.” (Exp. 6.77/04. Sentencia de fecha 06 de julio de 2004. Actor: Adán Jorge Zúñiga Chávez.). Mientras que, por su parte la doctrina al interés jurídico lo denomina como el derecho subjetivo de carácter administrativo y el Tratadista Manuel Lucero Espinosa en su obra “Teoría y Práctica del Contencioso Administrativo ante el Tribunal Fiscal de la Federación”, Séptima Edición aumentada, Editorial Porrúa, en la Página 50, define el derecho subjetivo de carácter administrativo como “Aquel que se encuentra establecido por una Ley, Decreto, Reglamento, Resolución, Contrato u otra disposición administrativa que regula la actividad de la autoridad administrativa y limita su poder.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

En esta tesitura, podemos concluir que el interés jurídico lo crea la titularidad de los derechos afectados con el acto impugnado; de esta manera, para que proceda el proceso administrativo, conforme a lo estipulado por los artículos 206-A, párrafo segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 251, párrafo primero, fracción I, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es menester que en primer lugar la parte actora acredite que cuenta con interés jurídico y para ello se requiere que antes de la emisión del acto combatido exista un derecho subjetivo, que esté legítimamente reconocido o protegido a su favor por un precepto jurídico en una Ley o en un Reglamento, por un acto administrativo o por un acto contractual de naturaleza administrativa; y, en segundo lugar, que en autos del sumario se acredite una afectación a la esfera de derechos de la parte actora, por tanto, una cosa es acreditar el acto combatido y otra demostrar el perjuicio que éste puede deparar al particular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En este orden de ideas, conforme a lo establecido por los artículos 17, 44 fracción VI y 52, fracción I, del Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato, toda instalación o fijación de un anuncio autosoportado, requiere de la Licencia respectiva y es el caso que la persona moral impetrante no acreditó haber obtenido dicha licencia, en virtud de que el refrendo de la Licencia de Anuncio Autosoportado, expedida el 19 diecinueve de julio del año 2007, dos mil siete, que exhibe y que obra en el sumario, por una parte, se encuentra expedida a nombre de la ciudadana Laura Araceli Rodríguez Moctezuma; y, por otra parte, el refrendo de dicha licencia tuvo vigencia hasta el día 19 diecinueve de julio del año 2008, dos mil ocho, por tanto, este acto administrativo a la fecha de la presentación de la demanda que nos ocupa, ya se había extinguido por el simple transcurso del plazo concedido, de esta manera, si la licencia se extinguió por la expiración de su vigencia, de acuerdo a lo señalado por el artículo 152, fracción V del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, luego entonces, no se requiere que sea revocada o cancelada por la autoridad municipal competente, pues al vencerse la licencia ésta se extingue y deja de surtir sus efectos jurídicos, por ello,  dicho acto no le otorga interés jurídico a la parte actora, para impugnar la orden de inspección dictada con fecha 02 dos de agosto del año 2010, dos mil diez, ni la visita de inspección que consta en el acta del día 10 diez del mismo mes y año, ya que estos actos se encuentran emitidos a nombre de la ciudadana Laura Araceli Rodríguez Moctezuma y no de la Persona Moral denominada “Anuncios Técnicos Moctezuma”, Sociedad Anónima de Capital Variable. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, para acreditar el interés jurídico en el proceso administrativo no basta que la Persona Moral actora acredite su calidad o carácter de arrendatario del inmueble en donde se encuentra instalado el anuncio clausurado y ordenado retirar, por consiguiente, es insuficiente para acreditar el interés jurídico el Contrato de Arrendamiento que celebró la actora con la ciudadana Laura Araceli Rodríguez Moctezuma, respecto al inmueble ubicado en el Boulevard Adolfo López Mateos número 406, Zona Centro de esta ciudad, acto contractual que obra agregado en el sumario, ya que si la materia de anuncios está debidamente Regulada por el referido Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato, entonces es la Licencia, la que engendra al particular la titularidad del derecho para colocar anuncios autosoportados, por ende, este acto administrativo es el que viene a constituir el interés jurídicamente tutelado a que se refieren los artículos 206-A, párrafo segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 251, párrafo primero, fracción I, incido a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; de este modo, dichos preceptos legales sólo tutelan el interés jurídico y no el interés legítimo; por tal motivo, para la procedencia del proceso administrativo es menester contar con un derecho legalmente tutelado para que cuando sea quebrantado por la actuación de las autoridades Municipales, el agraviado esté en aptitud de solicitar al Juzgado Administrativo Municipal la reparación de dicha transgresión, pues como se dijo en supralíneas, en la especie la parte actora no acreditó su interés jurídico, por no contar con la Licencia para la instalación del anuncio en el inmueble ubicado en el Boulevard Adolfo López Mateos número 406, Zona Centro de esta ciudad, dado que la Licencia ya se extinguió. En consecuencia, a la parte actora no le asiste el derecho de acudir ante este Órgano de Control de Legalidad a demandar la nulidad de la orden de visita y del acta de inspección, ambas descritas en supralíneas. Siendo lo anterior así y abundando lo anterior, sobre el particular cabe resaltar que el segundo párrafo de los artículos 206-A, de la multicitada Ley Orgánica Municipal y el primer párrafo y la fracción I, Incido a) del 251, del multireferido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, no contemplan el interés legitimo a favor de los particulares, de ahí que, en el proceso administrativo no es suficiente que la persona moral actora resulte afectado por un acto contrario a la Ley, sino que es menester que tenga a su favor un derecho subjetivo administrativo tutelado por una norma jurídica, pues como se dijo no demostró en autos de esta causa administrativa que cuenta con la Licencia respectiva. Al respecto, resulta aplicable el criterio sostenido por la Tercera Sala del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, visible en la página 156 de la Obra denominada Criterios 2000-2007, editada por el referido Tribunal, bajo el rubro siguiente: “INTERÉS JURÍDICO, SU DIFERENCIA CON EL INTERÉS LEGÍTIMO E INTERÉS SIMPLE.- Resulta trascendente explicar la diferencia que existe entre los diferentes tipos de interés reconocidos: jurídico, legítimo y simple. Primeramente, debemos mencionar que el interés jurídico se traduce en lo que se conoce como derecho subjetivo, es decir, aquel derecho que, derivado de la norma objetiva, se concreta en forma individual en algún objeto determinado otorgándole una facultad o potestad de exigencia oponible a la autoridad, así tenemos que el acto de autoridad que se reclame tendrá que incidir o relacionarse con la esfera jurídica de algún individuo en lo particular; esto es, tal interés consiste en la existencia de un derecho legítimamente tutelado y que al ser transgredido por la actuación de la autoridad, faculta al agraviado para acudir ante el órgano jurisdiccional demandando la reparación de dicha transgresión. Por su parte, el interés legítimo es aquel que tienen quienes invocan situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos, diferenciados del conjunto general de la sociedad, por lo que para que exista este interés es suficiente que los particulares, principalmente los pertenecientes a un grupo diferenciado de la sociedad, resulten afectados por actos contrarios a la ley. En cuanto al interés simple, éste lo tienen las personas como cualquier miembro de la sociedad que desean que las leyes se cumplan y para quienes el ordenamiento sólo prevé la denuncia o acción popular.” (Expediente: 5.335/03. Sentencia de fecha 24 de mayo de 2004. Actores: Raúl Aguilar Zacarías y J. Salomón Ramírez Ramírez. Demandada: Ayuntamiento de Acámbaro, Guanajuato.). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, cabe precisar que la actora tampoco cuenta con interés jurídico para impugnar la resolución de fecha 20 veinte de septiembre del año 2010, dos mil diez, dictada en el procedimiento administrativo, a través de la cual se le imponen a la ciudadana Laura Araceli Rodríguez Moctezuma, las sanciones administrativas que consisten en la clausura de la difusión, en el retiro del anuncio que nos ocupa y en la multa por la cantidad de $8,715.20 (ocho mil, setecientos quince pesos 20/100 moneda nacional), dictada en el procedimiento administrativo de inspección de origen, por el Director de Verificación Urbana adscrito a la Dirección General de Verificación Normativa, toda vez que a la persona moral en la referida resolución no se le aplica ninguna multa, pues solo se sanciona a la ciudadana Laura Araceli Rodríguez Moctezuma, por tal motivo, resulta evidente que la citada resolución no surte sus consecuencias jurídicas frente al justiciable, de esta manera, si el actor no cuenta con la licencia respectiva, no se afecta su interés jurídico. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por último, respecto a la impugnación de la resolución que puso fin al procedimiento administrativo, en razón de que se funda en los artículos 1, 2 fracciones I, III y VI, 3, 5, 6 fracción III, 8, 17, 27, 41, 42, 48, 51, 52, 59 fracciones I y VI, 61, 79, 91, 92, 95 y 98 fracción IV y 104 fracción I, del Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato, los que dice, por las razones que expone, contravienen los artículos 16 y 115 fracción II, de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, no afecta el interés jurídico de la persona moral impetrante, por lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El artículo 303 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, establece: . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 303.- Serán declarados nulos los actos derivados de los reglamentos, decretos, circulares y demás disposiciones de carácter general, que contravengan las disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato, y de las leyes que de una y otra emanen. Esta declaración sólo se referirá al acto en concreto, sin hacer una declaración general respecto de la disposición reclamada.”. . . . . . . . . . . . 

Este numeral permite a los particulares impugnar los actos o resoluciones jurídico-administrativas por la inconstitucionalidad de los preceptos legales que sirven de fundamento legal para emitirlos y concede atribuciones al Juzgador para analizar aspectos de inconstitucionalidad del acto o resolución en concreto, pero no para abordar la inconstitucionalidad del Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De esta manera, la  parte  actora carece de  interés jurídico para  combatir la 

resolución tildada de inconstitucional; pues, por un lado, partiendo de la premisa de que en la resolución, no se le impone sanción administrativa alguna a la persona moral impetrante, por lo que no está legítima para impugnar en este juicio de nulidad, la inconstitucionalidad de dicha resolución originada por la aplicación de los preceptos del aludido Reglamento de Anuncios, con base en los cuales el Director de Verificación Urbana decretó la clausura de la difusión, el retiro del anuncio que nos ocupa e impuso la multa a la ciudadana Laura Araceli Rodríguez Moctezuma, por tanto, si a la actora no se le aplica una sanción, entonces, no se le afecta su esfera de derechos, por otro lado, conforme al citado Reglamento de Anuncios se requiera licencia para instalar anuncios publicitarios y no basta justificar que es arrendadora del inmueble donde se encuentra la estructura metálica del anuncio, ya que la licencia respectiva es la que engendra la titularidad del derecho o bien jurídico tutelado, en estas condiciones, es evidente que el acto de aplicación que realiza el Director de Verificación Urbana en los actos administrativos a debate, de los artículos del Reglamento de Anuncios para el Municipio de León, Guanajuato, que la justiciable estima son inconstitucionales, no afecta la esfera jurídica de la Sociedad Mercantil denominada “Anuncios Técnicos Moctezuma”, Sociedad Anónima de Capital Variable, pues como se dijo para la procedencia del proceso administrativo es menester demostrar la existencia del derecho que jurídicamente se estime afectado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, si la parta actora carece de interés jurídico, entonces, no se cumple con el mencionado requisito de procedencia de la acción de nulidad, por lo que se actualiza en perjuicio de la parta actora la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo  261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, procediendo el sobreseimiento del proceso administrativo, de acuerdo a lo señalado por la fracción II del artículo 262 del mismo Ordenamiento Legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

 Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción I, 262 fracción II, 287, 298 y 299, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PRESENTE PROCESO ADMINISTRATIVO,  por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el tercer considerando de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto y a la autoridad demandada por oficio. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 


Así lo resolvió y firma en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretario de Estudio y Cuenta, Licenciado Ricardo González Barrientos, Actuario de los Juzgados Administrativos Municipales de León, Guanajuato, en suplencia de la titular, en términos del artículo 216-A, penúltimo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 10 DE JUNIO DEL 2011, DICTADA EN EL EXPEDIENTE NÚMERO 429/2010-JN.
